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Exp. 1596/2017-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 1596/2017.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: CONTRALOR INTERNO MUNICIPAL, SECRETARIO GENERAL DE MUNICIPIO Y NOTIFICADOR ADSCRITO A LA DIRECCIÓN DE ASUNTOS JURIDICOS DEL MUNICIPIO; TODOS PERTENECIENTES AL H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSI.                                                                                                                                                                                                                                                                                                


	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P.,  ocho de marzo del dos mil diecisiete. 

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 1596/2017, promovido por el C. Ing.**********, señalando como autoridades demandadas al Contralor Interno Municipal, Secretario General del Municipio y Notificador Adscrito a la Dirección de Asuntos Jurídicos del Municipios; todos pertenecientes la H. Ayuntamiento de San Luis Potosí. 
R E S U L T A N D O


I.- Con escrito presentado ante este Tribunal el día cinco de septiembre del dos mil diecisiete, el C. Ing.**********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo, señalando como autoridades demandadas al Contralor Interno Municipal, Secretario General del Municipio y Notificador Adscrito a la Dirección de Asuntos Jurídicos del Municipios; todos pertenecientes la H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, y como actos impugnados los siguientes:
 “La resolución de fecha dieciséis de marzo de dos mil diecisiete emitida por el Contralor Interno del Municipio de San Luis Potosí, misma que me fue notificado el cuatro de julio del dos mil diecisiete, derivada del Procedimiento Administrativo de Responsabilidad número **********, resultando en una amonestación pública para el que suscribe, lo cual es ilegal y alejada del derecho al no contar con los elementos esenciales de todo acto de autoridad.” 

“Como consecuencia legal de lo anterior, de igual forma se impugna además la notificación mediante cédula de fecha veintisiete de cuatro (sic) de julio de dos mil diecisiete signada por el C. **********, notificador adscrito a la Dirección de Asuntos Jurídicos del Municipio de San Luis Potosí, mediante la cual notifica resolución dieciséis de marzo del dos mil diecisiete”. 

Así como el acuerdo de dos de junio de dos mil diecisiete signado por el Secretario General del Ayuntamiento de San Luis Potosí, mediante el cual se habilita a la Dirección de Asuntos  Jurídicos del Municipio de San Luis Potosí, para efectuar la notificación de dieciséis de marzo del dos mil diecisiete señalada en los puntos que anteceden”.  
II.- En proveído de cinco de septiembre del dos mil diecisiete, se admitió a trámite la demanda por lo que se ordenó correr traslado con las copias simples de la misma y anexos de cuenta, a las autoridades señaladas como demandadas, emplazándolas,  para que dentro del término de diez días hábiles contestaran lo que a su derecho conviniera, y se tuvieron por ofrecidas las pruebas a que se refirió la parte actora en su escrito de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de demanda y se requirió a la autoridad demandada Contralor Interno del Municipio de San Luis Potosí, para que al momento de producir su contestación remitiera a este Tribunal en copia debidamente certificada, el expediente conformado con motivo del Procedimiento Administrativo de Responsabilidades Numero **********, así como el informe respectivo instaurado al aquí actor, con el apercibimiento que de no hacerlo se haría uso de los medios de apremio señalados en el artículo 127 del Código Adjetivo Administrativo antes invocado. 

 Así también se concedió la suspensión solicitada para que las cosas se mantuvieran en el mismo estado, hasta en tanto se resolviera en definitiva el juicio, ordenándose hacer del conocimiento del Contralor Interno del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, la medida cautelar concedida, parta los efecto a que refiere el numeral 266 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
III.- En proveído de nueve de octubre del dos mil diecisiete, se acordó lo siguiente:

Se tuvo a las autoridades demandadas por dando contestación al Licenciado ********** en su carácter de Secretario General del Ayuntamiento de San Luis Potosí, por si y en representación de ********** Notificador habilitado adscrito a la Secretaria General del citado Ayuntamiento, por contestando la demanda; así como también por contestada ad cautelam a ********** en su carácter de Contralor Interno Municipal del Ayuntamiento de la Capital. Por lo tanto, con las copias simples de los escritos de contestación y sus anexos, se ordenó correr traslado a la parte actora para los efectos a que se refiere el artículo 100 del Código Procesal Administrativo del Estado.
Por otra parte, con fundamento en lo establecido por el segundo párrafo de los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvo como pruebas de las partes las siguientes:

 A la parte actora por admitidas; la copia certificada de la resolución de fecha 16 de marzo de 2017, recaída en el procedimiento administrativo de responsabilidades número **********; la cédula de notificación de fecha 4 de julio de 2017, mediante el cual se notifica la resolución que impugna; el acuerdo de 2 de junio de 2017, mediante el cual el Secretario General del Ayuntamiento de San Luis Potosí, instruye a la Dirección de Asuntos Jurídicos a efectuar la notificación de la resolución; las constancias que en copia certificada remitió el Contralor Interno del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, relativo al Procedimiento Administrativo de Responsabilidades número ********** y que constan de 440 fojas; por tanto, se dejó sin efecto el apercibimiento formulado a la citada autoridad demandada, en el auto de 5 de septiembre de 2017; así como la instrumental de actuaciones, la presuncional legal y humana.
Al Secretario General del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, por sí y en representación de **********, notificador habilitado adscrito a la Secretaria General del citado Ayuntamiento; se le tuvieron por ofrecidas y admitidas: la copia certificada de su nombramiento que anexó a su contestación, expedido el 1º de julio de 2017, y por haciendo suyas las documentales exhibidas por la parte actora, en los extremos que señala en el punto III del capítulo de pruebas de su contestación de demanda de cuenta; copia del acuerdo de fecha 02 de junio de 2017 emitido por  la citada autoridad mediante el cual se habilitó al C. **********, para que realizara la notificación y el cual obra en autos, así como la instrumental de actuaciones y la presuncional lógica, legal y humana.

Y en cuanto a la inspección ocular ofrecida por el Secretario General del Ayuntamiento de San Luis Potosí, antes de proveer sobre su admisión, con fundamento en el artículo 113 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; se ordenó dar vista a las demás partes del juicio, para que en el término fijado manifestaran  lo que a su derecho conviniese y en su caso propusiera la ampliación de los objetos, cosas, lugares o hechos que serán materia de la inspección, quedando pendiente de acordar lo conducente respecto a dicha prueba hasta en tanto trascurriera el termino concedido. 

Al Contralor Interno del Municipio de San Luis Potosí, se les tienen por ofrecidas y admitidas las  pruebas consistentes en la copia certificada del acta de Cabildo de fecha 15 de junio de 2017 y la copia certificada del nombramiento expedido también en la citada fecha; copia certificada del acta de cabildo de fecha 01 de octubre de 2015; copia certificada del  despacho ********** (número de orden **********); signado por el actuario judicial adscrito al Juzgado Tercero de Distrito; las copias certificadas que integran el Procedimiento Administrativo de Responsabilidades ********** y que constan de 440 fojas; la instrumental de actuación y la presuncional legal y humana.
Así mismo en razón del volumen de las constancias que integran las constancias del expediente relativo al Procedimiento Administrativo de Responsabilidades números **********que constan de 440 fojas, exhibidas en copia certificada por el Contralor Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; para el mejor manejo del presente expediente se ordenó formar el tomo I, complementario del expediente en que se actúa.

Por último, se señalaron las diez horas del seis de noviembre del dos mil diecisiete, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código en cita.

IV.- En la fecha y hora indicadas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, con la asistencia de la autorizada de la parte actora, así como también de la Delegada de la Contraloría Interna del H. Ayuntamiento  de San Luis Potosí. Acto Seguido, el Secretario dio cuenta con el estado de autos y dado que por auto de fecha nueve de octubre de dos mil diecisiete se dio vista a las partes del juicio para que en el término de tres días, manifestaran lo que a su derecho conviniera respecto de la prueba de inspección ocular ofrecida por la autoridad demandada Secretario General del Ayuntamiento de San Luis Potosí quien compareció por sí y en representación del Notificador habilitado adscrito a dicha Secretaría, el cual fue notificado a las autoridades mediante oficio recibido el veintitrés de octubre y a la parte actora por acta de comparecencia de fecha veintiséis de octubre ambos del año que transcurre. A lo anterior, se acordó que toda vez que el término concedido en el auto antes citado se encontraba latente para la parte actora con fundamento en el artículo 247 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza y se suspendió la audiencia.

V.- Mediante proveído de diez de noviembre del dos mil diecisiete, se acordó lo siguiente: 

Se ordenó agregar a autos el escrito signado por el Ingeniero **********, actor del juicio, mediante el cual realiza manifestaciones respecto de las contestaciones formuladas por las autoridades demandadas; por tanto, se le tuvo por hechas las manifestaciones vertidas en dicho ocurso y por haciendo suyas las constancias remitidas dentro del expediente administrativo de responsabilidades ********** y por objetando las pruebas ofrecidas por las demandadas, en cuanto a su alcance y valor probatorio que le pretende atribuir.
Por otra parte, se tuvo al actor por no realizando manifestación alguna en relación a la prueba de inspección ocular ofrecida por el Secretario General del Ayuntamiento de San Luis Potosí, y con fundamento en  lo establecido por el segundo párrafo de los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; se le tuvo por admitida al Secretario General del Ayuntamiento de San Luis Potosí, la prueba de inspección ocular a realizarse en las oficinas que ocupan la Secretaría General del citado Ayuntamiento, en sus archivos correspondientes, bajo el extremo que hizo consistir de la siguiente manera: “I.- A efecto de que se acredite la existencia de las actas de Cabildo derivadas de las Sesiones Privadas de Cabildo correspondientes a los días veintisiete de noviembre de dos mil quince y catorce de marzo de dos mil dieciséis” quedando pendiente el desahogo de dicha probanza para el día y hora fijado para la celebración de la audiencia final, citándose a las partes, a fin de que estuvieran en aptitud de acudir para las observaciones que consideraran pertinentes, conforme lo establece el artículo 114 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

Además, se le dijo al Secretario General del Ayuntamiento de San Luis Potosí, que debería permitir los documentos materia de la prueba al Secretario de Estudio y Cuenta, autorizado para realizar el desahogo de la misma, bajo el apercibimiento que de no hacerlo se le podrían aplicar alguna de las medidas de apremio que establece el artículo 127 del Código Procesal Administrativo. 

Por último, se fijaron las diez horas con treinta minutos del primero de diciembre del dos mil diecisiete, para la continuación del desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código en cita.
VI.- En la fecha y hora indicadas, se dio continuidad con la audiencia de ley en este juicio, con la asistencia de la autorizada 

de la parte actora y se hizo constar que no asistió representante alguno de las autoridades demandadas; se dio cuenta con el estado de autos y se comisiono al Secretario de Estudio y Cuenta adscrito a este Tribunal a fin de que llevara a cabo el desahogo de la prueba de inspección ocular a realizarse en las oficinas que ocupan la Secretaria General del Ayuntamiento de San Luis Potosí bajo el extremo que fue señalado; quedando agregada a autos del expediente a fojas 114, el acta en que consta el desahogo de dicho medio de prueba, y toda vez que al momento de proveer respecto de los extremos para los cuales fue ofrecida la prueba de inspección, por un error se omitió proveer sobre el consistente en “verificar que efectivamente en el punto tercero de la orden del día de la cuarta sesión extraordinaria privada de cabildo de 2016 dos mil dieciséis, en virtud de lo cual se ordenó llevar a cabo la inspección ocular, únicamente respecto del extremo antes mencionado; por tanto se ordenó suspender la audiencia y se fijaron para su continuidad las once horas del día ocho de diciembre del dos mil diecisiete.

VII.- En la fecha y hora indicadas, se dio continuidad con la celebración de la audiencia final, sin la asistencia de las partes; se dio cuenta con el estado de autos y se comisionó al Secretario de Estudio y Cuenta adscrito a este Tribunal a fin de que llevara a cabo el desahogo de la prueba de inspección ocular a realizarse en las oficinas que ocupan la Secretaria General del Ayuntamiento de San Luis Potosí en los términos dispuestos en el acta en que consta el desahogo de la audiencia de fecha primero de diciembre del dos mil diecisiete; quedando agregada a autos del expediente a fojas 118, el acta en que consta el desahogo de dicho medio de prueba, en virtud de lo cual se tuvo por desahogada dicha probanza. Acto continuo se hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. En período de alegatos, se dio cuenta de los que por escrito formuló                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                   por una parte la autorizada de la parte actora y por la otra, el Contralor Interno del Ayuntamiento de San Luis Potosí y se certificó que no se formularon por las diversas demandadas.**********Se dio por terminada la audiencia y se citó para resolver.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción XIV, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

La parte actora acreditó su interés jurídico, en términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de  San Luis Potosí, con el documento original de la resolución dictada dentro del Procedimiento Administrativo de Responsabilidades número **********de fecha  dieciséis de marzo del dos mil diecisiete, la cual obra a foja de la 11 a la 24 del expediente en el que se actúa.

Respecto a la personalidad del C. **********como Contralor Interno Municipal, la misma quedo acreditada con el nombramiento expedido a su favor, el cual obra a foja 60 del expediente en el que se actúa. 

**********Tocante a la personalidad del C. **********, quien comparece en su calidad de Secretario General del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, por si y en representación de C. **********, notificador habilitado y adscrito al Ayuntamiento; la misma quedo acreditada con el nombramiento expedido a su favor, mismo que se localiza a foja 45 del expediente en el que se actúa.

Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad de: (1.) La resolución dictada dentro del Procedimiento Administrativo de Responsabilidades número **********,  de fecha 16 de marzo de 2017; (2.) La notificación mediante cedula de fecha 04 de julio de 2017, signada por el C. **********, por medio de la cual se notificó la resolución antes referida y; (3.) El Acuerdo de 2 de junio de 2017 emitido por el Secretario General del Ayuntamiento de San Luis Potosí, en el que se habilita a la Dirección de Asuntos Jurídicos del Municipio de San Luis Potosí, para efectuar la notificación de 16 de marzo de 2017.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
a).- La diversa autoridad demandada Contralor Interno del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, al momento de producir su contestación de demanda hace valer la excepción de sine actione agis, sine jure, falta del cumplimiento da la condición a la que está sujeta la acción, agravios inoperantes inatendibles, improcedentes e insuficientes, sobreseimiento de la acción planteada, ello en virtud de que no existe una afectación a los  intereses jurídicos de la actora.

A juicio del Titular de esta Sala Unitaria los argumentos en que la autoridad sustenta las excepciones planteadas corresponden al análisis que se haga del fondo del asunto por tanto resultan inatendibles en este momento procesal.

b).- Por otra parte, la diversa autoridad demandada  Secretario General del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, al momento de producir su contestación de demanda hace valer la causal de improcedencia y sobreseimiento prevista en la fracción II, VI y XI, del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con lo dispuesto por la fracción II del artículo 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, alegando al efecto que la inexistencia de una afectación real y directa de los intereses del actor, dado que los actos combatidos en contra de dicha autoridad se ajustan con las formalidades exigidas por la ley de la materia para la eficacia y subsistencia de los mismos, que los actos impugnados han quedado consentidos, consumados y perfeccionados por el propio actor, ya que al ejercitar el presente juicio de nulidad el promovente convalido el acto de publicidad que tiene por objetivo la diligencia de notificación, que tiene como consecuencia inmediata el conocimiento por parte del ex servidor público sujeto del procedimiento de responsabilidad de la resolución dictada en su contra, así como los medios de impugnación a su alcance para combatir el acto dictado en su perjuicio, y si, en el caso ya se promovió por parte del actor el juicio de nulidad, no existe agravio alguno que le acarre la diligencia de notificación ahora impugnada y por ende no existe materia para continuar con la substanciación del juicio por lo que hace a dicha autoridad; sigue diciendo que aunado a lo anterior, los extremos de la demanda y los conceptos de impugnación de la misma, se centran específicamente a los actos atribuidos a otras entidades, sin que por sí misma la diligencia de notificación sea determinante en la ilegalidad de aquellos; concluye señalando la autoridad, que la diligencia de notificación de que se duele el actor, reviste todos y cada uno de los requisitos exigibles para su eficacia y legalidad y que en el hipotético caso de que hubiese existido una irregularidad la misma ha quedado subsanada y consentida, con las manifestaciones propias del promovente que se convierten en una confesión tacita que opera en favor de la autoridad por el solo hecho de haber intentado el presente juicio de nulidad. 
A juicio de esta Sala Unitaria las causales de improcedencia y sobreseimiento que propone la autoridad, se sustentan en argumentos que corresponden al análisis de fondo del asunto, habida cuenta que alega que los actos combatidos en contra de dicha autoridad se ajustan con las formalidades exigidas por la ley de la materia para la eficacia y subsistencia de los mismos. 
Por otra parte la demandada también sostiene que los actos impugnados han quedado consentidos, consumados y perfeccionados por el propio actor, al haberse promovido el juicio de nulidad que ahora se resuelve; argumento el anterior que deviene en infundado pues el hecho de que el actor haya promovido el juicio de nulidad, no implica el consentimiento y la consumación del acto impugnado, sino más bien, que el actor se opone al acto de autoridad y es por ello que con toda oportunidad acudió ante éste Tribunal a promover el Juicio Contencioso Administrativo
También se advierte que la autoridad demandada  Secretario General del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, hace valer como excepciones la de sine actione agis, manifestando medularmente que el acto impugnado fue emitido con apego a derecho, y arroja la carga de la prueba al actor para desvirtuar la presunción de legalidad de que gozan los actos de autoridad; sin embargo dichos argumentos también corresponden al análisis de fondo del asunto de ahí que resultan inatendibles en este momento procesal.

En ese tenor de acuerdo a lo que ordena el artículo 46 último párrafo de la Ley de Justicia, esta Sala Colegiada practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y no advirtió que en la especie se actualice causal de improcedencia alguna, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.
QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se localizan a fojas 03 a la 08 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- “
SEXTO.- Previo a iniciar con el estudio de los conceptos de impugnación formulados por el actor en el escrito inicial y de ampliación de demanda; se debe precisar, que el estudio de los mismos, se estudiarán tomando en consideración para estudio preferente aquellos que otorguen mayor beneficio a la parte actora. El criterio que adopta la Sala se sustenta en la Tesis de Jurisprudencia que a continuación se transcribe:
“Novena Época,  Registro: 166717, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXX, Agosto de 2009, Materia(s): Administrativa, Tesis: XVI.1o.A.T. J/9, Página:  1275.

CONCEPTOS DE ANULACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. ES PREFERENTE EL ESTUDIO DE AQUELLOS QUE CONDUZCAN A DECLARAR LA NULIDAD LISA Y LLANA DEL ACTO IMPUGNADO POR REPRESENTAR UN MAYOR BENEFICIO PARA EL ACTOR (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUANAJUATO).

El artículo 17 constitucional consagra la garantía de acceso a la impartición de justicia, la cual se encuentra encaminada a asegurar que las autoridades -órganos judiciales o materialmente jurisdiccionales- lo hagan de manera pronta, completa, gratuita e imparcial, por lo que uno de los principios que consagra dicha garantía es el de exhaustividad, entendiéndose por tal la obligación de los tribunales de resolver todas las cuestiones sometidas a su conocimiento, sin que les sea lícito dejar de pronunciarse sobre alguna. Por su parte, los numerales 87 y 89, fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, establecen la existencia de dos requisitos que deben observarse en el dictado de las resoluciones: el de congruencia y el de exhaustividad. Ahora, si bien es cierto que en la citada ley no existe una disposición expresa que establezca el orden en que deben analizarse los conceptos de anulación, también lo es que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado se encuentra constreñido a ocuparse de todos los motivos de impugnación en que descansa la pretensión anulatoria del actor, y preferentemente de los orientados a declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado, ya que de resultar fundados se producirá un mayor beneficio jurídico para el actor, pues se eliminarán en su totalidad los efectos del acto administrativo, con lo que se respeta la garantía de acceso efectivo a la justicia y, en particular, el principio de completitud que ésta encierra…”

En ese sentido debe decirse que a juicio de esta Sala Unitaria el SEGUNDO de los conceptos de impugnación que vierte el actor resulta fundado y suficiente para decretar la ilegalidad del acto impugnado, por las consideraciones que enseguida se vierten.
 
En el concepto de impugnación que se analiza la parte actora señala toralmente que en la resolución dictada el 16 de marzo de 2017,  arbitrariamente se le determinó la imposición de la sanción consistente en amonestación pública, sin existir los elementos suficientes ya que la responsabilidad que se le atribuye,  consistente en conducirse de manera inadecuada  en su empleo al no haber solventado las observaciones de la cuenta pública del año 2014, no encuentra sustento porque dichas observaciones no le fueron notificadas durante sus funciones como Director de obras Públicas del Municipio; ello al señalar medularmente lo siguiente.

Que la resolución de 16 de marzo del 2017, vulnera sus garantías al debido proceso protegidas en los artículos 14 y 18 Constitucionales, porque de manera arbitraria se determinó la condena de amonestación pública sin que existan elementos suficientes para ello, que en su calidad de Director de Obras Públicas del Municipio de San Luis Potosí, oportunamente atendió los asuntos relacionados al cargo, y que sin embargo la Contraloría Interna señala que en ningún momento atendió las observaciones emitidas por la Auditoria Superior del Estado, con motivo de la revisión de la cuenta pública del año 2014, lo cual manifiesta es totalmente ajeno a la realidad ya que las observaciones que le fueron debidamente notificadas fueron solventadas, por lo que la autoridad municipal de manera novedosa le imputa la responsabilidad de conducirse de manera inadecuada  en su empleo al no haber solventado las observaciones de dicha cuenta pública; situación que afirma el actor no encuentra sustento al no haber sido notificadas durante sus funciones como Director de obras Públicas del Municipio, lo que se evidencia en las documentales señaladas por el Órgano de Control Interno.

Como se adelanto es fundado el concepto de impugnación que se analiza, toda vez que de las constancias que integran el expediente en que se actúa no se advierte que el actor haya sido notificado y requerido para solventar las observaciones de la cuenta pública del año 2014, cuya omisión le es imputada, como enseguida se explica.

Del análisis de la resolución definitiva de fecha dieciséis de marzo del dos mil diecisiete, dictada por el Contralor Interno Municipal de San Luis Potosí, dentro del Procedimiento Administrativo de Responsabilidades número **********, señalada como acto impugnado, se advierte lo siguiente.

a) La autoridad demandada establece que la parte actora incurrió en la inobservancia a las obligaciones previstas en el artículo 56 fracciones I, II, XXIV y XXX de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y sus Municipios, que textualmente dice. “ “ARTICULO 56. Todo servidor público tendrá las siguientes obligaciones, para salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben ser observadas en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, y cuyo incumplimiento será causa de responsabilidad administrativa, la que dará lugar al procedimiento y a las sanciones que correspondan:.. I. Cumplir con la máxima diligencia el servicio que le sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la suspensión o deficiencia de dicho servicio, o implique abuso o ejercicio indebido de un empleo, cargo o comisión;….II.Formular y ejecutar legalmente, en su caso, los planes, programas y presupuestos correspondientes a su competencia, y cumplir las leyes y otras normas que determinen el manejo de los recursos económicos públicos; …..XXIV.- Abstenerse de cualquier acto u omisión que implique incumplimiento de cualquier disposición jurídica relacionada con el servicio público;… XX. Las demás que les impongan otras disposiciones legales y reglamentarias.”;
b) La emisora del acto estima que el actor contravino la disposición anterior, porque omitió solventar las observaciones realizadas por la Auditoria Superior del Estado, dentro de la Auditoría practicada al H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, ejercicio fiscal 2014, ramo 33 y ramo 28, respecto del manejo y aplicación de recursos públicos de las obras reportadas, en el periodo comprendido del 11 de julio de 2014 al 31 de diciembre de 2014.
Ahora bien, del contenido de la misma resolución se advierte que para sustentar la responsabilidad de la conducta imputada a la parte actora, la emisora del acto señala en el considerando II de dicha resolución, lo siguiente.

“….para la actualización de la hipótesis planteada como violación al artículo 56 de la Ley de Responsabilidades en cita, se requiere conformar los elementos siguientes:

(…)

2.-Que el encausado, incurra en una de las infracciones señaladas en la norma administrativa aplicable y que esta infracción se acredite.

(…)

El segundo de los elementos se establece, ante el inicio del presente Procedimiento Administrativo de Responsabilidades **********, como consecuencia del oficio número **********, signado por el Contador Publico Certificado **********, Auditor Superior del Estado, por medio del cual, remitía pliego de observaciones correspondiente a la Revisión de la Cuenta Pública 2014, determinándose una presunta responsabilidad administrativa al C. Ing. **********, al haber omitido solventar las observaciones realizadas por la Auditoria Superior del Estado de San Luis Potosí, en incumplimiento a sus obligaciones como servidor público municipal ..

(….) 

Por lo anterior esta Contraloría Interna Municipal citó al C. Ing. **********, mediante oficio número **********  a fin de que compareciera a la 

Audiencia de Ley señalada en el artículo 82 fracción I, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, en la cual manifestó de manera verbal lo siguiente.

(….)

Del análisis de lo manifestado por el encausado se nota una negación en relación a los hechos imputados, manifestando principalmente que el procedimiento de responsabilidades que le ha sido instaurado por esta Contraloría Interna Municipal carece de toda legalidad y de fundamento (…) por otro lado el Ing. ********** en su Audiencia de Ley manifestó en su defensa que muchas de las obras observadas no le fueron notificadas por la Auditoria Superior del Estado y que por tanto no estaba obligado a solventar las mismas, asimismo refirió que la ASE le notificó el 28 de septiembre de 2015 el oficio ********** observaciones que dice solventó ante esa Autoridad, por lo que menciona no le fue notificado en ese momento ninguna observación relativa al Ramo 28 y por lo que se refiere al Ramo 33 manifiesta que no le fueron notificadas 3 obras que se mencionan en el pliego de observaciones con el que le corrió traslado ante Autoridad Administrativa, y que las observaciones que le fueron notificadas con anterioridad por la auditoria Superior del Estado ya fueron solventadas y que por tanto desconocía lo peticionado por la Auditoria Superior.

A lo manifestado por el ex servidor público, ha de señalarse en primer lugar que el origen del presente asunto deviene de la auditoría realizada por la Auditoria Superior del Estado de Sn Luis Potosí del ejercicio fiscal 2014 al Ayuntamiento de San Luis Potosí, en el caso particular, a la Dirección de Obras Públicas, de la cual, el encausado fuera su titular durante el periodo Auditado, misma que fue puesta del conocimiento a esta Contraloría Interna mediante el oficio número **********, el cual corre agregado en autos, por lo que respecto de lo manifestado por el encausado, se debe de establecer, que de acuerdo con el artículo 10 de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, el acto administrativo goza de presunción de legalidad, hasta en tanto su invalidez se declare por la Autoridad administrativa o jurisdiccional competente; ….

(….)

Ahora bien, el caso que nos ocupa, como se ha dicho, deviene del oficio ********** signado por el Contador Público Certificado **********, en su carácter de Auditor Superior del Estado, por medio del cual notificó a esta Contraloría Interna Municipal, el pliego de observaciones correspondientes a la revisión de la cuenta pública 2014, que como resultado de dicha revisión, se detectaron actos u omisiones de Servidores Públicos del Municipio de San Luis Potosí que pudieran derivar en responsabilidades administrativas que no fueron solventadas, las cuales fueron atribuidas al Ing. ********** ex Director de Obras Públicas de esta municipalidad. Instruyendo a esta Contraloría Interna municipal, para la instauración del procedimiento de responsabilidades administrativas respectivo; por tanto, es inconcuso que al otorgarle valor pleno al oficio señalado así como al pliego de observaciones, no se violenta garantía alguna de la encausado, sino que se actúa con la debida legalidad que el caso amerita, ya que el acto administrativo emitido por la Auditoria Superior del Estado, es válido, ya que no existe indicio, alguno de su invalidez que haya sido determinado por alguna autoridad administrativa jurisdiccional.  
Adicionalmente a ello, ha de señalarse, que la Auditoria génesis del presente asunto, así como los requerimiento que se hayan realizado para el desahogo del pliego de observaciones, y a quienes les fueron realizados los mismo, y por tanto haber sido omiso en su solventación, fueron materia de diversa etapa, ya que la Auditoria Superior del Estado, durante la revisión de la cuenta pública, puede realizar observaciones; disponiendo al ente auditado de un término para formular las aclaraciones que estime procedentes así como las solventaciones correspondientes. Como sucede en el presente caso el pliego remitido de observaciones finales, deriva de la revisión y fiscalización de la cuenta pública ejercicio fiscal 2014, por lo que ante tal omisión de la solventación a las observaciónes que fueron realizadas en el término que le fue otorgado, se determinó la presunta responsabilidad del ahora encausado por parte del Órgano de Fiscalización del Congreso del Estado.

Es decir, tal omisión en la solventación de las observaciones, no implica perse, la existencia de la responsabilidad administrativa del sujeto obligado, lo que si conlleva implícito tal omisión, es el inicio de un procedimiento de responsabilidades administrativas, para que éste, se emita la resolución respectiva pronunciándose sobre la existencia o inexistencia de la responsabilidad administrativa sobre la conducta atribuida….

(…)

…es importante recalcar que en el presente asunto, la causa por la que fue iniciado el mismo, deviene del oficio **********, que refiere la falta de solventación a las observaciones realizadas en la cuenta pública 2014, es decir, como ya quedó establecido anteriormente, de acuerdo con el artículo 10 de la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, el acto administrativo goza de presunción de legalidad hasta en tanto su invalidez se declare por la autoridad administrativa o jurisdiccional competente  es decir, se inicia y finca responsabilidad. Esto es así, ya que como ha quedado debidamente establecido, el presente asunto deviene de la revisión de la Cuenta Pública del ejercicio fiscal 2014, realizada por la Auditoria Superior del Estado. Por tanto se insiste, la causa origen del presente asunto, es la omisión de la solventación de las irregularidades administrativas que le fueron atribuidas a su persona, en su carácter de ex Director de Obras Publicas de esta Municipalidad, durante el periodo que fue objeto de revisión por el ente Fiscalizador del Congreso del Estado de San Luis Potosí.

De las manifestaciones realizadas por el encausado en su Audiencia de Ley, realiza una serie de precisiones, que a criterio de esta Contraloría Interna Municipal, no le benefician en modo alguno al C. Ing. **********, esto es así, toda vez que el presente asunto, se reitera, versa sobre la omisión del citado ex servidor público en la solventación de las observaciones administrativas realizadas ante la Auditoria Superior del Estado, no sobre observaciones financieras, por lo que en todo caso debió de haber manifestado ante dicha Auditoría, o bien, acreditar a esta Contraloría Interna, haber realizado la solventación de las observaciones administrativas en su oportunidad ante el ente Auditor y que estas no fueron valoradas por éste. En tal sentido, sobre las precisiones que realiza el encausado, no se desvirtúa en modo alguno, la imputación que fue echa sobre la falta de solventación a las observaciones administrativas realizadas por la Auditoria Superior del Estado de Sn Luis Potosí.  
 
De la transcripción anterior se advierte que la demandada tiene por actualizada la infracción a las obligaciones previstas en el artículo 56 fracciones I, II, XXIV y XXX de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y sus Municipios, bajo la consideración de que el ahora actor fue omiso en solventar ante la Auditoria Superior del Estado, las observaciones correspondientes a la revisión y fiscalización de la cuenta pública ejercicio fiscal 2014, realizada por parte de la citada Auditoria Superior, en el término que le fue concedido; así como también se advierte que para acreditar la responsabilidad imputada al ahora actor, la demandada parte del oficio **********, de fecha dos de octubre de dos mil quince, signado por el Auditor Superior del Estado, que refiere la falta de solvatación a las observaciones realizadas a la cuenta pública 2014, realizada por la Auditoria Superior del Estado, sin apoyarse en ningún otro medio de prueba  habida cuenta que señala en el considerando V, parte final de la resolución que se analiza lo siguiente.

“Las pruebas admitidas y desahogadas no benefician al encausado, pues con las mismas únicamente se acredita que al Ing. **********, le fue iniciado ante la Auditoria Superior del Estado, el procedimiento de Responsabilidad número **********, en el que se le hizo saber a presunta responsabilidad que se le atribuye consistente en observaciones financieras correspondientes a la obra pública, motivo por el cual en el caso que no ocupa no existe documento alguno, que controvierta la imputación realizada por esta Autoridad Administrativa, consistente en la falta de solvatación de las observaciones administrativas realizadas en la Auditoria del ejercicio 2014, por parte de la Auditoria Superior del Estado de San Luis Potosí. Lo que si consta en los autos del procedimiento que se resuelve es el oficio número ********** signado por el C.P.C. **********, Auditor Superior del Estado, quien remitió observaciones administrativas del ejercicio fiscal 2014, en las que señalaba, al ahora encausado Ing. **********, como presunto responsable de la omisión en el desahogo del pliego de observaciones en su carácter de Director de Obras Públicas del Municipio de San Luis Potosí.”
 Al efecto debe decirse que dentro de las constancias que integran el expediente relativo al Procedimiento Administrativo de Responsabilidades número **********, compuesto de 440 fojas, que fue exhibido en copia certificada por la diversa autoridad demandada Contralor Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; tomo I complementario del expediente en que se actúa, obra integrada como foja 1 a la 2 el oficio********** de fecha dos de octubre de dos mil quince, signado por el Auditor Superior del Estado, que refiere la falta de solvatación a las observaciones realizadas a la cuenta pública 2014, y remite dichas observaciones; documental que merece valor probatorio pleno en términos del artículo 72 fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 
Dicho oficio********** tomando como medio de prueba por la autoridad demandada para sostener la conducta que atribuye al actor consistente en la omisión de solventar ante la Auditoria Superior del Estado, las observaciones correspondientes a la cuenta pública 2014, es insuficiente ya que  si bien es cierto en el mismo refiere que existen observaciones que no se lograron desvirtuar y que se encuentran plasmadas en el informe final de auditoria, no menos cierto es que dicho oficio es la consecuencia directa de la declaratoria de obligaciones no solventadas en la etapa correspondiente y no prueba que el ahora actor haya sido notificado previamente, ya sea por parte del ente auditado es decir, el H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, o bien, directamente por la Auditoria Superior del Estado, de las observaciones a solventar, con el objeto de realizar las aclaraciones pertinentes; además de que, de las constancias que integran el expediente relativo al Procedimiento Administrativo de Responsabilidades número **********, compuesto de 440 fojas, tampoco se advierte que la demandada acredite dicha circunstancia.
Es decir no se acredita que previo al inicio del procedimiento administrativo sancionador el actor haya sido notificado del pliego de observaciones de revisión a la cuenta pública correspondiente al ejercicio 2014, respecto del periodo del 11 de julio al 31 de diciembre de 2014, que se le hicieron saber los derechos y obligaciones que tenía para aclarar y justificar las observaciones determinadas a su cargo; máxime que dichos requerimientos y consecuencias están previstos en el artículo 49 de la Ley de Auditoria Superior del Estado de San Luis Potosí, aplicable al caso en particular, en relación con el numeral 68 de la misma ley,  que establecen lo siguiente:
ARTICULO 49. Una vez que reciba del Congreso por conducto de la Comisión las cuentas públicas, la Auditoría Superior del Estado dará trámite al proceso de auditoría de la manera siguiente:

 I. Notificará por escrito al ente auditable la fecha de inicio, la modalidad y el alcance de la auditoría de los recursos públicos municipales, estatales o federales, según sea el caso; así como la documentación que deberá ponerse a su disposición para llevar a cabo la misma;

 II. Al iniciar la revisión, los auditores de la Auditoría Superior del Estado levantarán acta circunstanciada en la que se hará constar, de manera precisa, la documentación que se recibe, y en su caso, las inconsistencias detectadas, otorgando un plazo improrrogable de diez días para que el ente las corrija; 

III. Al cerrar el acta de auditoría, la Auditoría Superior del Estado dará a conocer al ente auditable las inconsistencias detectadas como resultado de la revisión, mismas que servirán de base para la elaboración del pliego de observaciones; 

IV. La Auditoría Superior del Estado notificará al ente auditable el pliego de observaciones, otorgándole un plazo de veinte días hábiles, contados a partir del día siguiente al que surta sus efectos la notificación del citado pliego, para que presente la documentación comprobatoria y aclaraciones que solventen, a juicio de la propia Auditoría Superior, las observaciones notificadas;

 V. El responsable de la solventación deberá presentar la documentación y las aclaraciones requeridas adicionando un dictamen emitido por el titular del órgano que desempeñe las funciones de control interno del ente auditable, en el que conste su evaluación y opinión respecto de la mencionada documentación y tales aclaraciones;

VI derogado

VII. Con los resultados del proceso que se señala en el presente artículo, la Auditoría Superior del Estado, formulará el informe final de la auditoría.

ARTICULO 68. Cuando se determine la continuación del proceso de auditoría, al ser notificado por el Congreso el decreto respectivo, la Auditoría Superior del Estado dará continuidad a dicho proceso, en los siguientes términos:.

l. Cuando se trate de irregularidades administrativas no solventadas que no causen daño a la hacienda pública, promoverá lo conducente, a fin de que los órganos competentes respectivos, determinen la aplicación de las sanciones que correspondan, y

 II. En los demás casos, procederá conforme a lo que se dispone en el Título Sexto de esta Ley.

El contenido de los normativos en cita permite concluir lo siguiente.

a) En efecto, en el pliego de observaciones sólo se determinan las irregularidades detectadas por la fiscalización o revisión de la cuenta pública, las cuales pueden ser solventadas por el sujeto fiscalizador en la forma señalada, o bien, desvirtuadas por aquél, para lo cual, hará las aclaraciones correspondientes y presentará la documentación que sirva de sustento a sus afirmaciones. Observaciones que se le hacen del conocimiento mediante la notificación respectiva, para efectos del cómputo del plazo de veinte días que le fue otorgado para desvirtuar dichas precisiones.
b) Si  el Órgano Superior de Fiscalización del Estado, en el ejercicio de las atribuciones de fiscalización, observa o determina alguna irregularidad, iniciará una etapa de aclaración, previa al comienzo del procedimiento resarcitorio o sancionatorio en su caso, con el objeto de dar oportunidad de solventar y aclarar el contenido de las observaciones o la determinación del daño y, en su caso, cubrir el monto a que ascienda y quede resarcido dentro del plazo que conceda el auditor; periodo en el que deberán presentarse los elementos de convicción necesarios; y cuando se trate de irregularidades administrativas no solventadas que no causen daño a la hacienda pública, promoverá lo conducente, a fin de que los órganos competentes respectivos, determinen la aplicación de las sanciones que correspondan.
De ahí que, si en el caso la autoridad demandada, sostiene que el actor incumplió a las obligaciones contenidas en el artículo 56 fracciones I, II, XXIV y XXX de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y sus Municipios, atribuyéndole como conducta desplegada la omisión de solventar las observaciones realizadas por la Auditoria Superior del Estado, en relación a la cuenta pública del ejercicio 2014, ello implica, la obligación de justificar que el ahora actor fue notificado de esas observaciones y requerido para  solventar las mismas, habida cuenta que la responsabilidad no es otra cosa que la situación jurídica que sobreviene a consecuencia de la violación de una obligación, de tal manera que la existencia de la responsabilidad está condicionada, por una parte, a una obligación preexistente y, por otra, a un acontecimiento posterior, a saber, la violación o inejecución de un deber. 
Sin que el medio de prueba consistente en el oficio ********** que toma en consideración la demandada pueda considerarse como elemento suficiente para acreditar lo anterior, dado que este, únicamente comprueba que al no haber sido solventadas las irregularidades ahí referidas, se ordena continuar con el proceso a que se refiere el artículo 68 de la Ley de Auditoria Superior del Estado, a fin de que el órgano competente determine la aplicación de las sanciones que correspondan, de lo que se sigue, que es a dicho órgano, al que le corresponde integrar en su caso los elementos de prueba correspondientes para sustentar lo relativo a la determinación de responsabilidades y en su caso aplicación de las sanciones correspondientes. 
En ese sentido tomando en consideración que a quien le corresponde la carga de la prueba para acreditar tanto la existencia de la conducta infractora como la responsabilidad del servidor público en su comisión es a la autoridad administrativa y no al servidor público, quien tiene a su favor el principio de presunción de inocencia, como derecho fundamental de toda persona, aplicable y reconocible a quienes pudiesen estar sometidos a un procedimiento administrativo sancionador, y el cual consiste en que el servidor público acusado no está obligado  a probar la licitud de su conducta cuando se le imputa la comisión de una infracción, en tanto que no tiene la carga de probar su inocencia;  debe decirse que si la autoridad emisora de la resolución impugnada sustenta tanto la existencia de la conducta infractora, como la responsabilidad del servidor público en su comisión, únicamente en el oficio **********, de fecha dos de octubre de dos mil quince, signado por el Auditor Superior del Estado, que refiere la falta de solventación a las observaciones realizadas a la cuenta pública 2014, realizada por la Auditoria Superior del Estado, e instruye el inicio del procedimiento administrativo, en contra del servidor público a quien se atribuye haber incurrido en irregularidades en el desempeño del cargo, ello genera falta de certeza en el alcance o eficacia demostrativa para acreditar el hecho que se pretende comprobar, que en este caso es la conducta que se atribuye al actor consistente en que fue omiso en solventar las observaciones realizadas por la Auditoria Superior del Estado, en relación a la cuenta pública ejercicio 2014, que implica el incumplimiento de la obligación.
Lo anterior con sustento en el criterio emitido por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que en su rubro y contenido dice lo siguiente.

“Época: Décima Época, Registro: 2006590, Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 7, Junio de 2014, Tomo I, Materia(s): Constitucional, Tesis: P./J. 43/2014 (10a.) Página: 41

PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. ESTE PRINCIPIO ES APLICABLE AL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR, CON MATICES O MODULACIONES.El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada P. XXXV/2002, sostuvo que, de la interpretación armónica y sistemática de los artículos 14, párrafo segundo, 16, párrafo primero, 19, párrafo primero, 21, párrafo primero y 102, apartado A, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008), deriva implícitamente el principio de presunción de inocencia; el cual se contiene de modo expreso en los diversos artículos 8, numeral 2, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14, numeral 2, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; de ahí que, al ser acordes dichos preceptos -porque tienden a especificar y a hacer efectiva la presunción de inocencia-, deben interpretarse de modo sistemático, a fin de hacer valer para los gobernados la interpretación más favorable que permita una mejor impartición de justicia de conformidad con el numeral 1o. constitucional. Ahora bien, uno de los principios rectores del derecho, que debe ser aplicable en todos los procedimientos de cuyo resultado pudiera derivar alguna pena o sanción como resultado de la facultad punitiva del Estado, es el de presunción de inocencia como derecho fundamental de toda persona, aplicable y reconocible a quienes pudiesen estar sometidos a un procedimiento administrativo sancionador y, en consecuencia, soportar el poder correctivo del Estado, a través de autoridad competente. En ese sentido, el principio de presunción de inocencia es aplicable al procedimiento administrativo sancionador -con matices o modulaciones, según el caso- debido a su naturaleza gravosa, por la calidad de inocente de la persona que debe reconocérsele en todo procedimiento de cuyo resultado pudiera surgir una pena o sanción cuya consecuencia procesal, entre otras, es desplazar la carga de la prueba a la autoridad, en atención al derecho al debido proceso.
En ese sentido; el principio de presunción de inocencia  aplicable al procedimiento administrativo sancionador -con matices o modulaciones, según el caso- debido a su naturaleza gravosa, por la calidad de inocente de la persona que debe reconocérsele en todo procedimiento de cuyo resultado pudiera surgir una pena o sanción cuya consecuencia procesal, entre otras, es desplazar la carga de la prueba a la autoridad, en atención al derecho del debido proceso, de lo que se sigue, que al desplazar la carga de la prueba a la autoridad administrativa que denuncia; a esta corresponde  acreditar con pruebas suficientes las imputaciones que se formulan y, en su oportunidad determinar  de manera fundada y motivada el sentido de su resolución.


Por tanto, las pruebas aportadas dentro del procedimiento de responsabilidades instaurado en contra de la parte actora, resultan insuficientes para fundar la resolución que impone una sanción administrativa, pues es menester que para la imposición de una sanción, las imputaciones formuladas por los denunciantes queden plenamente justificadas con base en elementos de prueba y convicción bastantes, para sustentar tanto la existencia de la conducta infractora, como la responsabilidad del servidor público en su comisión, sin que en el caso así suceda, dada la insuficiencia de pruebas conforme a lo expuesto en párrafos anteriores.

En ese orden de ideas, la resolución que se combate es ilegal, dado que la autoridad no prueba la responsabilidad que le atribuye y por la que sanciona al ahora actor, en virtud de que el oficio número **********, de fecha dos de octubre de dos mil quince, signado por el Auditor Superior del Estado    por lo que resulta insuficiente para fundar la resolución que impone una sanción administrativa, pues es menester que para la imposición de una sanción, las imputaciones queden plenamente justificadas con base en elementos de prueba y convicción bastantes, para sustentar tanto la existencia de la conducta infractora como la comisión de la misma.

En atención a lo anterior, la resolución definitiva de fecha dieciséis de marzo del dos mil diecisiete, dictada por el Contralor Interno Municipal de San Luis Potosí, dentro del Procedimiento Administrativo de Responsabilidades número **********, señalada como acto impugnado, se ubica en la causal de ilegalidad prevista por la fracción IV del artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que se ha dejado debidamente acreditado que la autoridad demandada no logra acreditar la conducta de responsabilidad que le atribuye y por la que sanciona  al actor, por lo que es procedente decretar la ILEGALIDAD Y NULIDAD lisa y llana de dicho acto, lo que vulnera los principios presunción de inocencia legalidad, seguridad jurídica y debido proceso, tutelados por los artículos 16 de nuestra Carta Magna.
Derivado de lo anterior, respecto a la notificación mediante cédula de fecha veintisiete de cuatro (sic) de julio de dos mil diecisiete signada por el C. **********, notificador adscrito a la Dirección de Asuntos Jurídicos del Municipio de San Luis Potosí, mediante la cual notifica la resolución de dieciséis de marzo del dos mil diecisiete que ha sido declara nula, así como el acuerdo de dos de junio de dos mil diecisiete signado por el Secretario General del Ayuntamiento de San Luis Potosí, mediante el cual se habilita a la Dirección de Asuntos  Jurídicos del Municipio de San Luis Potosí, para efectuar la notificación de la resolución de dieciséis de marzo del dos mil diecisiete señalada en los puntos que anteceden; debe decirse que en alcance a la nulidad decretada por este Tribunal respecto de la resolución definitiva de fecha dieciséis de marzo del dos mil diecisiete, dictada por el Contralor Interno Municipal de San Luis Potosí, dentro del Procedimiento Administrativo de Responsabilidades número **********, la que constituye el antecedente y origen de los mismos, procede decretar la nulidad total al provenir de un acto viciado de ilegalidad. Esto es, por derivar los restantes actos impugnados de un acto que se encuentra afectado de nulidad, es evidente que en aquéllos subsiste el vicio detectado en el acto que les da vida, razón por la cual al decretarse la anulación de éste, los actos que engendró no pueden subsistir. 

Sirve de apoyo a lo anterior el criterio jurisprudencial que enseguida se transcribe:

“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.” No. Registro: 252,103, Jurisprudencia, Materia(s): Común, Séptima Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, 121-126 Sexta Parte, Tesis: Página: 280
En atención al resultado al que se llegó, el análisis de los restantes conceptos de impugnación resulta innecesario, siendo aplicable a esta conclusión la tesis de jurisprudencia  número  cuatrocientos  cuarenta,  visible  en  la   página   setecientos setenta y cinco, de la Segunda Parte, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación de mil novecientos diecisiete a mil novecientos ochenta y ocho, que dice:

"CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO.- Si el amparo que se concede por uno de los capítulos de queja, trae por consecuencia que se nulifiquen los otros actos que se reclaman, es inútil decidir sobre éstos."

Por tanto, con fundamento en lo establecido por el artículo 96 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, este Cuerpo Colegiado determina que lo procedente es declarar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ por ende, la NULIDAD total de los actos impugnados, consistente en  la resolución definitiva de fecha dieciséis de marzo del dos mil diecisiete, dictada por el Contralor Interno Municipal de San Luis Potosí, dentro del Procedimiento Administrativo de Responsabilidades número **********; la notificación mediante cédula de fecha veintisiete de cuatro (sic) de julio de dos mil diecisiete signada por el C. **********, notificador adscrito a la Dirección de Asuntos Jurídicos del Municipio de San Luis Potosí, mediante la cual notifica citada resolución dieciséis de marzo del dos mil diecisiete; y el acuerdo de dos de junio de dos mil diecisiete signado por el Secretario General del Ayuntamiento de San Luis Potosí, mediante el cual se habilita a la Dirección de Asuntos  Jurídicos del Municipio de San Luis Potosí, para efectuar la notificación de la referida resolución de dieciséis de marzo del dos mil diecisiete, y se dejan sin efecto legal alguno, conforme a lo dispuesto en el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, pues se ha justificado que la misma, en su origen se encuentra viciada de ilegalidad al vulnerar los principios de legalidad, seguridad jurídica y debido proceso, tutelados por los artículos 14 y 16 de nuestra Carta Magna.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 7º fracción XIV, 9º fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos  217, 248,  249, 250 fracción IV, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer el presente juicio.
SEGUNDO.- Se decreta la Ilegalidad e Invalidez de los actos impugnados y se dejan sin efecto legal alguno por las consideraciones vertidas en el considerando Sexto de esta resolución.
TERCERO.-  Con copia debidamente certificada de la presente resolución, notifíquese personalmente al actor y por oficio a la demandada.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.-
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”
**********
